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LA TASA A PAGAR DE ACUERDO AL CRITERIO                   DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.                                          EL COSTO DE REPRODUCCIÓN. 

EXP. N.° 0395-2005-PHD

TUMBES

EDUARDO PANTA ECHE

 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

 

En Bagua Chica, a los 4 días del mes de marzo de 2005, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, con asistencia de los magistrados Alva Orlandini, Vergara Gotelli y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente sentencia

 

ASUNTO

 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Eduardo Panta Eche contra la sentencia de la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Tumbes, de fojas 70, su fecha 6 de diciembre de 2004, que declara improcedente la acción de hábeas data de autos.

 

ANTECENDENTES 

 

Con fecha 9 de marzo de 2004, el recurrente interpone demanda de hábeas data contra la Municipalidad Provincial Contralmirante Villar – Zorritos, solicitando que cumpla con exhibir y entregar la siguiente información: a) relación de las adjudicaciones directas o indirectas (selectiva menor cuantía), adjuntando los contratos de obra y anexos desde 1999 hasta el 2003; b) obras adjudicadas y ejecutadas desde 1999 hasta el 2004, con sus respectivos contratos de obra y documentación anexa; c) anexos de la documentación sustentatoria de los inventarios y balances desde 1999 hasta el 2003. Manifiesta que la demandada, en forma arbitraria y negligente, ha venido haciendo caso omiso a las solicitudes de requerimiento de información sobre supuestas obras donde, aparentemente, se estaría dilapidando el dinero del Estado y de la municipalidad, siendo conocido que se vienen sobrevalorando las obras, no siendo ejecutadas; se ejecutan a medias, o se realizan contraviniendo el contrato respectivo.

 

La emplazada contesta la demanda manifestando que mediante Carta N° 001-2003-GDU-MPCVZ se ha remitido la información sobre el estado de las obras construidas en el periodo especificado y que los costos para la entrega de las copias solicitadas deben ser cubiertas por el solicitante, según lo establece la Ley N° 27806. Refiere que la información solicitada asciende a 46.397 fotocopias, cuyo valor debe ser depositado como derecho municipal a tenor de lo establecido en el TUPA de la municipalidad. 

 

El Primer Juzgado Civil de Tumbes, con fecha 8 de junio de 2004, declarar fundada la demanda argumentando que no existe prueba alguna que acredite que la emplazada ha cumplido con remitir la información solicitada por el demandante, y que no ha precisado el costo que demandaría la expedición de las copias certificadas. De otro lado, estima que la información solicitada, por su naturaleza, se encuentra en poder de la emplazada, la que no ha expresado excusas razonables para no remitirla. 

 

La recurrida, revocando la apelada, declara improcedente la demanda aduciendo que la información solicitada por el demandante no ha sido, en ningún momento, prohibida o denegada, sino que más bien la demandada ha precisado que el recurrente debe abonar el costo de las 46.397 fotocopias (10 céntimos por hoja), suma que el recurrente considera excesiva ya que su situación económica no le permite sufragar dicho gasto, razón por la cual no se le hace entrega de la información requerida. 

 

FUNDAMENTOS

 

1 1        El inciso 5) del artículo 2° de la Constitución declara que toda persona tiene derecho “A solicitar, sin expresión de causa, la información que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el pedido”. La Constitución ha consagrado en estos términos el derecho fundamental de acceso a la información, cuyo contenido esencial reside en el reconocimiento del derecho que le asiste a toda persona de solicitar y recibir información de cualquier entidad pública, no existiendo, por tanto, entidad del Estado o persona de derecho público, excluida de la obligación respectiva. 

 

2 2        Este Tribunal se ha pronunciado respecto a los alcances del derecho en cuestión en la STC 1797-2002-HD/TC, señalando que “ [...] el derecho de acceso a la información pública tiene una doble dimensión. Por un lado, se trata de un derecho individual, en el sentido de que garantiza que nadie sea arbitrariamente impedido de acceder a la información  que guarden, mantengan o elaboren las diversas instancias y organismos que pertenezcan al Estado, sin más limitaciones que aquellas que se han previsto como constitucionalmente legítimas. [...] En segundo lugar, el derecho de acceso a la información tiene una dimensión colectiva, ya que garantiza el derecho de todas las personas de recibir la información necesaria y oportuna [...]. Desde este punto de vista, la información sobe la manera como se maneja la res pública termina convirtiéndose en un autentico bien público o colectivo que ha de estar al alcance de cualquier individuo”. Como se observa, desde ambas perspectivas, el derecho de acceso a la información pública se sustenta en una cotitularidad inherente a todos los ciudadanos sobre el manejo de la información que se encuentre en poder o se origine en el Estado. 

 

3 3        Es cierto que el ejercicio de este derecho tiene límites, ya que “se exceptúan las informaciones que afectan la intimidad personal y las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional”. Sin embargo, no teniendo la información solicitada relación alguna con la seguridad nacional, y al no existir ley que prohíba la entrega de información, resulta aceptable el pedido del recurrente. 

 

4 4        Cabe señalar que si bien es cierto que la municipalidad emplazada, mediante carta obrante a fojas 22 de autos, ha remitido una información parcial al recurrente sobre la cantidad y el estado de las obras que ha realizado la administración edil en el periodo comprendido de 1999 al 2003, ésta resulta una información parcial. 

 

5 Asimismo, debe precisarse que el artículo 17 de la Ley N° 27806 (Ley de transparencia y acceso a la información pública) estipula, con respecto al procedimiento para la solicitud de información, que “ El solicitante deberá abonar el importe correspondiente a los costos de reproducción de la información requerida, en concordancia con el segundo párrafo del citado artículo que establece que “ El monto de la tasa debe figurar en el Texto Único de Procedimientos Administrativos (TUPA) de cada entidad de la Administración Pública”. 

 

6 6        De acuerdo con lo dicho, este Colegiado considera que la demanda debe estimarse, en tanto no existe impedimento alguno para que el emplazado brinde el acceso a la información pública generada en el ejercicio de sus funciones, siempre y cuando se trate de información que no esté prohibida expresamente en la ley y que se cumpla con el abono del costo que suponga el pedido. 

 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

 

HA RESUELTO

 

Declarar FUNDADA la demanda; en consecuencia, ordena que la emplazada proceda a la exhibición de la documentación solicitada, y que se la entregue al demandante previo cumplimiento del pago de las copias fotostáticas y la correspondiente certificación solicitada, derechos que se abonarán conforme a lo establecido en el TUPA de la municipalidad emplazada. 

 

Publíquese y notifíquese. 

 

SS.

 

ALVA ORLANDINI

VERGARA GOTELLI

LANDA ARROYO

EXP. N.° 9125-2006-HD/TC

LIMA

JENNY CABRERA 

ASALDE 

 

 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

 

En Lima, a los 9 días del mes de enero de 2007, la Sala Primera del Tribunal Constitucional, integrada por los señores magistrados Alva Orlandini, Bardelli Lartirigoyen y Mesía Ramírez, pronuncia la siguiente sentencia

 

ASUNTO

 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por doña Jenny Cabrera Asalde contra la sentencia de la Cuarta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 87, su fecha 5 de julio de 2006, que declaró infundada la demanda de autos.

 

ANTECEDENTES

 

Con fecha 4 de noviembre de 2005, el recurrente interpone demanda de hábeas data contra el Director General de Administración del Ministerio de Justicia, solicitando se  le proporcione información respecto del caso Huillca Tecse vs. Perú, resuelto en marzo del 2005 por la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  Refiere la demandante que el monto que se pretende cobrar por el derecho de copias resulta excesivo en la medida en que no se ajusta a los criterios establecidos por el artículo 20 de la Ley N.º 27806 y de esta forma supone una vulneración de su derecho de acceso a la información pública.

 

La entidad emplazada contesta la demanda solicitando que se la declare improcedente o infundada toda vez que en todo momento ha mostrado su disposición para que la demandante acceda a la información que solicitó, previo pago de la tasa especificada en su TUPA, el mismo que asciende a la suma de S/. 0,56 por cada copia simple.

 

El 23 Juzgado Civil de Lima, con fecha 23 de diciembre de 2005, declara fundada la demanda, por considerar que el monto que pretendía cobrar la demandada sobrepasaba los costos de reproducción contemplados en el artículo 20 de la Ley N.º 27806 atentando de esta manera contra el derecho de acceso a la información. 

 

La recurrida, revocando la apelada, declara infundada la demanda, por considerar que no se estaba cobrando a la demandante concepto alguno adicional al especificado en el TUPA, por lo que el mismo resultaba conforme a Ley.

 

FUNDAMENTOS

 

1.      El objeto de la demanda es cuestionar el monto que el Ministerio de Justicia pretende cobrar por concepto de costos de reproducción a la demandante, el mismo que asciende a la suma de S/. 0,56 por copia simple.

 

2.      El artículo 20 de la Ley N.º 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, establece que “el solicitante que requerirá la información deberá abonar solamente el importe correspondiente a los costos de reproducción de la información requerida.  El monto de la tasa debe figurar en el Texto Único de Procedimientos Administrativos (TUPA) de cada entidad de la Administración Pública.  Cualquier costo adicional se entenderá como una restricción al ejercicio del derecho regulado por esta Ley, aplicándose las sanciones correspondientes”.

 

3.      A fojas 9 de autos obra el Informe de la Defensoría del Pueblo N.º DP-2005-AAC-052, el que indica que el precio de mercado de las copias puede ser tomado como un precio de referencia para determinar cuándo la tasa que se pretende cobrar supone un costo adicional a los de reproducción, que son los establecidos por la norma.  Ello, en la medida en que, a diferencia de la actividad empresarial, el servicio prestado por las entidades no tiene un ánimo de lucro.

 

4.      Siendo así, este Tribunal considera que el monto especificado en el TUPA del Ministerio de Justicia como la tasa aplicable por los costos de reproducción, atenta contra lo dispuesto por el artículo 20 de la Ley N.º 27806, toda vez que sobrepasaría inclusive los precios por copia simple que se ofrecen en el mercado y en esa medida  vulnera el derecho de acceso a la información del demandante.

 

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que la Constitución Política del Perú le confiere

 

HA RESUELTO

 

 

1. Declarar FUNDADA la demanda.

2. Ordenar que la demandada ajuste sus tasas por concepto de reproducción conforme a los criterios establecidos en el artículo 20 de la Ley N.º 27806. 

 

Publíquese y notifíquese.

 

 

SS.

 

ALVA ORLANDINI

BARDELLI LARTIRIGOYEN

MESÍA RAMÍREZ
EXP. N.° 4468-2006-PHD/TC

LIMA

COMPAÑIA ADMINISTRADORA 

DE RESTAURANTES 

MACHINES S.A.

 

 

RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL*
 

Lima,  22 de marzo de 2007

 

VISTO

 

El recurso de  agravio constitucional interpuesto por Compañía Administradora de Restaurantes Machines S.A. contra la resolución emitida por la Cuarta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, de fojas 42, su fecha 2 de noviembre de 2005, que, confirmando la apelada, declara improcedente la demanda de hábeas data interpuesta contra el Ministerio de Comercio Exterior y Turismo del Perú; y, 

 

ATENDIENDO A

 

1. Que el objeto de la demanda, es que se expida en favor de la recurrente copias de la información tramitada ante la Dirección Nacional de Turismo en relación al Expediente N° 000060-2003, sobre solicitud de renovación de autorización, sin que, para tal efecto, se le imponga un cobro excesivo y desproporcionado como el que viene exigiendo la demandada por la realización de dicho trámite.

 

2. Que del texto de la demanda interpuesta se aprecia que lo que reclama la demandante, específicamente se circunscribe al hecho de que la emplazada le venga exigiendo un monto de dinero excesivo y desproporcionado en relación con la solicitud que le ha formulado (S/. 4,570 nuevos soles equivalentes a 1385 fojas, si se toma en cuenta que cada copia equivale al 0.10% de la Unidad Impositiva Tributaria). Se trata en otras palabras, no de la información que se solicita, sino de uno de los requisitos para poder obtenerla, el que, a juicio de la recurrente, resulta arbitrario, no en cuanto tal, sino en la forma como se lo utiliza.

 

3. Que tanto la recurrida como la apelada han desestimado de plano la demanda bajo la consideración de que la pretensión formulada no forma parte del contenido constitucionalmente protegido del derecho reclamado, en aplicación estricta del artículo 6, inciso 1) del Código Procesal Constitucional. Este Colegiado, estima, sin embargo, que si lo que se encuentra en discusión es el derecho de acceso a la información pública, tal atributo debe ser interpretado en la forma en que la propia Constitución expresamente reconoce, tanto en sus alcances como en los elementos que lo integran.

 

4. Que bajo la consideración descrita, si la Constitución Política del Perú establece en su artículo 2°, inciso 5), que toda persona tiene derecho: “A solicitar sin expresión de causa la información que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el pedido (...)”, no cabe duda alguna que la exigencia referida al costo del pedido se manifiesta como un elemento de configuración directa, perteneciente al contenido constitucionalmente relevante de dicho derecho.

 

5. Que por consiguiente la discusión acerca de lo desproporcionado o excesivo que pueda resultar el cobro de la información solicitada no puede considerarse un asunto de contenido meramente legal, como lo ha entendido la jurisdicción ordinaria, sino de incidencia constitucional evidente que, como tal, exige del juzgador constitucional un análisis sobre el fondo de la controversia planteada.

 

6. Que en tal sentido habiéndose producido un rechazo liminar injustificado de la demanda interpuesta, este Colegiado considera que se ha incurrido en un quebrantamiento de forma que incide directamente sobre el resultado del presente proceso. Bajo tales circunstancias, en aplicación estricta del artículo 20° del Código Procesal Constitucional, este Tribunal considera pertinente decretar la nulidad parcial de los actuados y disponer la admisión a trámite de la demanda interpuesta, debiendo el juzgador  pronunciarse en su momento sobre el fondo de la controversia planteada.

 

Por estas consideraciones, con el voto singular del magistrado Vergara Gotelli, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución Política del Perú

 

RESUELVE

 

Declarar NULAS la recurrida y la apelada y NULO todo lo actuado desde fojas 19, a cuyo estado se repone la causa con el objeto de que el juzgador admita a trámite la demanda interpuesta y resuelva con arreglo a derecho.

 

Publíquese y notifíquese.

 

 

SS

 

LANDA ARROYO

GONZALES OJEDA

VERGARA GOTELLI

EXP. N.° 5812-2006-HD/TC

LORETO

LUIS MARIO 

BARRETO SERRANO

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL


En Lima, a los 18 días del mes de abril de 2007, la Segunda Sala del Tribunal Constitucional, integrada por los magistrados Landa Arroyo, Gonzales Ojeda y Vergara Gotelli, pronuncia la siguiente sentencia 

ASUNTO


Recurso de agravio constitucional interpuesto por Luis Mario Barreto Serrano contra la sentencia de la Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de Loreto, de fojas 63, su fecha 23 de marzo de 2006, que declaró infundada la acción de hábeas data de autos.

ANTECEDENTES


Con fecha 27 de julio de 2005 el recurrente interpone demanda de habeas data contra la Municipalidad Distrital de Alto Nanay con el objeto de que se le brinde información sobre la gestión edil, detallando el presupuesto correspondiente al 2004 y al 2005, así como la relación de obras, sean actividades o proyectos efectuados entre el 2004 y junio del 2005, especificándose el beneficiario ejecutor y el presupuesto asignado a cada actividad y proyecto, así como la relación de proveedores de dicho período, la entidad radial o locutor que preste servicios a la Municipalidad desde Julio del 2003 a la fecha; copia de los recibos de pagos y contratos de publicidad u otro documento análogo; relación de préstamos realizados al Banco de la Nación por su despacho desde el 2003 hasta la fecha; copia de los documentos que sustentan el préstamo realizado al Banco de la Nación y su distribución en respuesta a la publicación periodística adjunta a la presente.


La Municipalidad Distrital de Alto Nanay contesta la demanda aduciendo que se respondió a la solicitud del recurrente, donde se le explica que para atender su pretensión se debe previamente cumplir con pagar la cantidad de S/. 6.40 nuevos soles, monto que hasta la fecha no ha pagado. Asimismo, afirma que no cuenta con la lista de proveedores solicitada, ya que recién estará obligada a tenerla cuando el CONSUCODE publique su TUPA.  Es por ello, que este pedido y los de materia presupuestaria, no se encuentran dentro de su alcance.


El Segundo Juzgado Civil de Maynas, con fecha 21 de octubre de 2005, declara infundada la demanda por considerar que se ha atendido al pedido del demandante y encontrándose pendiente el pago del costo de la información, no existe agravio al derecho constitucional invocado. Asimismo, el actor reconoce haber recibido la información adicional, por lo que la califica de ambigua e imprecisa, circunstancia que no se ha sometido a proceso, por lo que este despacho no se puede pronunciar sobre la suficiencia o no de la información. La recurrida confirmó la apelada por los mismos considerandos.

FUNDAMENTOS

3.
El objeto de la demanda es que se atienda la solicitud de información remitida por el demandante en relación a distintos aspectos de la labor de gestión de la municipalidad y que conforme lo señalado por la Municipalidad habría sido oportunamente atendida, salvo en lo relativo al listado de proveedores, por no contar con dicha información.

4.
Así, por un lado el demandado manifiesta haber brindado la información correspondiente, mientras que por otro refiere haber solicitado un monto de dinero que aún continúa pendiente de ser pagado por concepto de tasa, para atender el pedido del demandante.  Asimismo, el demandante refiere no haber recibido la información solicitada hasta el momento.

5.
Sobre el particular y teniendo en cuenta que en el presente caso no sólo se encuentra en juego el derecho de acceso a la información pública del demandante sino también la posibilidad efectiva de realizar algún tipo de control ciudadano respecto de la gestión municipal, y existiendo dudas respecto de la efectiva entrega de la información solicitada por el demandado, corresponde disponer se efectúe nuevamente la entrega de la información requerida a través del Juzgado que conoció del caso.

6.
Asimismo es de señalar que un Estado social y democrático de Derecho se basa en el principio de publicidad (artículo 39º y 40º de la Constitución), según el cual los actos de los poderes públicos y la información que se halla bajo su custodia son susceptibles de ser conocidos por todos los ciudadanos.  Excepcionalmente el acceso a dicha información puede ser restringido siempre que se trate de tutelar otros bienes constitucionales, pero ello dee ser realizado con criterios de razonabilidad y proporcionalidad.

7.
Al respecto, frente a la alegación de que la demandada no tiene la obligación de publicar la relación de sus proveedores, es del caso señalar que el artículo 5º inciso 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N.º 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señala que “[l]as entidades de la Administración Pública establecerán progresivamente, de acuerdo a su presupuesto, la difusión a través de Internet de la siguiente información: 3. Las adquisiciones de bienes y servicios que realicen.  La publicación incluirá el detalle de los montos comprometidos, los proveedores, la cantidad y calidad de bienes y servicios adquiridos”.  En ese sentido, como ya se señaló supra, la demandada debe entregar la información solicitada en este extremo por el recurrente.

8.
En este mismo sentido y más allá de la obligación legal a que pueda dar lugar el TUPA de Consucode, tal listado constituye un elemento esencial para la gestión municipal, así como para su supervisión a cargo de Contraloría, por lo que dicha información debe ser entregada al demandante.

9.
En relación al pago solicitado por la Municipalidad no resulta posible a ésta cobrar monto alguno por concepto de movilidad, toda vez que el artículo 20º del TUO de la Ley N.º 25806 prohíbe el cobro de cualquier concepto distinto a los costos de reproducción.

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que la Constitución Política del Perú le confiere,

HA RESUELTO

1.
Declarar FUNDADA la demanda de hábeas data. 

2.
Ordenar a la Municipalidad Distrital de Alto Nanay entregar al recurrente la información requerida en sus comunicaciones del 13 de junio de 2005 y el 11 de julio de 2005

Publíquese y notifíquese.

SS.

LANDA ARROYO

GONZALES OJEDA

VERGARA GOTELLI







*  Se omite el voto singular del magistrado Juan Francisco Vergara Gotelli, por referirse a temas procesales, y no a precisiones sobre el derecho de acceso a la información pública. 





